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			TEMA I

			
EL PROCESO PENAL. SISTEMAS PROCESALES PENALES

			SUMARIO: I. El proceso penal. II. Los sistemas procesales penales en general: proceso inquisitivo; proceso acusatorio. III. El sistema procesal penal de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: principio del juez imparcial, separación de instrucción y enjuiciamiento. IV. Principios del proceso penal. V. El principio de oportunidad. VI. La perspectiva de género en la jurisdicción penal.

			
I. EL PROCESO PENAL

			El proceso penal es el conjunto de actos de naturaleza heterogénea realizados sucesivamente y conforme a un orden legal, que permiten al órgano judicial mediante el choque de las pretensiones de la acusación y la defensa declarar probada, en su caso, la comisión de una infracción penal, imponiendo a sus responsables las consecuencias penales y civiles inherentes a dicha declaración.

			Su naturaleza instrumental se desprende claramente de la norma que abre el articulado de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que proclama que «no se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por juez competente.»

			Los términos de delito, proceso y pena son, pues, complementarios (Carnelutti).

			El artículo 1 LECrim es invocado por la doctrina (Montero) para afirmar la existencia de una triple exclusividad en el ámbito del Derecho penal.

			En efecto:

			1.º El ius puniendi corresponde al Estado, que lo ejerce en régimen de monopolio, lo cual significa: a) la prohibición de la autotutela y, aun más, la tipificación como delito de la realización arbitraria del propio derecho (art. 455 CP); y b) la no disponibilidad de la pena por los particulares: exclusividad estatal.

			2.º Sólo los órganos jurisdiccionales pueden declarar la existencia de un delito e imponer una pena: exclusividad jurisdiccional.

			3.º Por último, los tribunales de justicia sólo pueden imponer penas por el cauce del proceso: exclusividad procesal.

			En la actualidad, junto a la doble función de actuar el ius puniendi del Estado y de proteger el derecho a la libertad del ciudadano inocente, asume el proceso penal otros cometidos tales como el resarcimiento de la víctima y la rehabilitación del penado.

			Asimismo, el proceso penal contemporáneo cumple una importante función de salvaguarda del principio de legalidad en materia penal y de los demás derechos fundamentales en juego, los cuales, a estos efectos, se pueden clasificar, siguiendo a Gimeno Sendra, en derechos fundamentales materiales de incidencia procesal, como son el derecho a la vida e integridad física y a no sufrir torturas (art. 15 CE), o los derechos a la libertad individual (art. 17 CE), inviolabilidad del domicilio (art. 18.1 CE), secreto de las comunicaciones (art. 18.2 CE), etc., y derechos fundamentales procesales propiamente dichos.

			La vulneración, en el curso del proceso penal, de los derechos fundamentales de contenido material puede dar lugar a un supuesto de valoración prohibida de la prueba (así, la confesión arrancada con torturas o la intervención telefónica ilegal), que ha de hacerse valer mediante los derechos a la presunción de inocencia y a un proceso con todas las garantías.

			Los derechos fundamentales procesales se encuentran ubicados principalmente en el artículo 24 CE, y en su mayoría son derechos del investigado a la vez que manifestaciones de la dignidad humana. Son, en fin, derechos de defensa o instrumentales de la defensa, como los derechos a ser informado de la acusación, no declarar contra sí mismo, no confesarse culpable y a la presunción de inocencia.

			La consagración de estos derechos se ha visto reforzada por la LO 5/2015, de 27 de abril, de transposición de las Directivas 2010/64 y 2012/13, que ha desarrollado dos aspectos esenciales de la defensa en el proceso penal: el derecho a la traducción e interpretación y el derecho del investigado a ser informado del objeto del proceso. En la misma línea debe citarse la reforma de los artículos 118, 520 y 527 LECrim realizada por la LO 13/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el fortalecimiento de las garantías procesales y la regulación de las medidas de investigación tecnológica. Junto a ello, en nuestro ordenamiento jurídico, la víctima, que comparece en el proceso como ofendido o perjudicado, y, en general, las partes acusadoras, comparten con el investigado los derechos a la tutela judicial efectiva, a un proceso justo, al juez legal y a la prueba, contemplados igualmente en el artículo 24 CE. La Ley 4/2015, de 27 de abril, regula el Estatuto de la víctima del delito, y reconoce a todas ellas derechos a la protección, información, apoyo, asistencia y atención, participación activa en el proceso penal y a recibir un trato no discriminatorio. En fin, la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, ha introducido modificaciones importantes en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el objetivo de reforzar la posición procesal de las víctimas menores de edad.

			
II. LOS SISTEMAS PROCESALES PENALES EN GENERAL: PROCESO INQUISITIVO, PROCESO ACUSATORIO

			Suelen distinguirse a lo largo de la historia tres sistemas fundamentales de procedimiento criminal: el acusatorio, el inquisitivo y el mixto, los cuales se suceden en un orden cronológico (Gómez Orbaneja).

			Originariamente la forma acusatoria obedece a la concepción privada del Derecho penal, por ello es la primera que surge en el tiempo.

			En su forma más avanzada, los caracteres fundamentales del proceso acusatorio son:

			a) El juez no procede por iniciativa propia, ex officio.

			b) Es la acusación la que determina el ámbito tanto subjetivo como objetivo del proceso.

			c) Debe existir una correlación entre acusación y sentencia: el juez no puede condenar ni a persona distinta de la acusada, ni por hechos distintos de los imputados.

			d) El proceso acusatorio es oral y público.

			e) La decisión corresponde a jurados que representan a la comunidad y no están adscritos a ninguna jerarquía. De esta condición, y de la oralidad e inmediación del procedimiento, se deriva necesariamente otro carácter del sistema: la instancia única.

			La quiebra del sistema acusatorio se produce cuando se reconoce que la persecución de los delitos no puede abandonarse en manos de los particulares, sino que es una función que debe asumir el Estado y que debe ejercerse conforme al principio de legalidad.

			El proceso inquisitivo es una elaboración del Derecho canónico en la Edad Media. Como advierte Esmein, la Iglesia tomó de las instituciones laicas todos los elementos, pero animándolos de un espíritu nuevo. Impulsados por idénticas necesidades los poderes seculares no hicieron más que adoptar más tarde sus principios.

			Los caracteres del proceso inquisitivo son:

			a) El Estado procede de oficio, a través del mismo órgano, en la doble función de acusar y juzgar, y crea unos órganos permanentes para la investigación y persecución de los delitos.

			b) La función de juzgar se especializa.

			c) La determinación subjetiva y objetiva de la acusación queda en manos del juez, por lo que la congruencia o correlación entre acusación y fallo carece de sentido.

			d) El procedimiento es escrito y secreto. Como contrapartida, la apelación y el sistema de prueba legal pueden considerarse como instituciones destinadas a limitar los poderes del juez. En este sentido el proceso inquisitivo representa un sistema más científico y complejo que el acusatorio.

			e) No cabe hablar de contradicción e igualdad de las partes, puesto que ni siquiera existen verdaderas partes.

			f ) Antes de desaparecer en el curso del siglo XIX, la forma inquisitiva pierde alguno de sus ingredientes no esenciales, como el tormento, a embates de las ideas de la Ilustración.

			Una nueva recepción del derecho extranjero determina la reforma del enjuiciamiento criminal en las principales naciones. El derecho recibido puede calificarse de anglo-francés, pues, lo mismo que en el terreno político y constitucional, las instituciones de Inglaterra y Francia sirvieron como modelo para el resto de los países.

			Esta tercera forma procesal es conocida con la denominación de sistema acusatorio formal. El juzgador no procede de oficio, sino que el proceso está condicionado por una acusación, pero el Estado no se desinteresa de la función de acusar y adscribe a ella otro órgano suyo independiente del judicial: el Ministerio Fiscal.

			Además, el sistema acusatorio-formal ha conservado la investigación judicial, incluso su carácter escrito y secreto, aunque con un alcance completamente diferente del que tenía en el proceso inquisitivo. En este último el juez fallaba fundándose en el resultado de esa investigación, que él mismo podía conducir. En el proceso actual, la investigación preliminar, confiada a un funcionario policial, fiscal o judicial, en todo caso distinto del que asume la función de juzgar, no sirve de base a la sentencia, sino a la acusación, y responde, además, a la finalidad de asegurar las pruebas y la presencia del inculpado en el juicio propiamente dicho.

			El juicio es oral, público y confrontativo, y se rige por los principios de inmediación y concentración.

			
III. EL SISTEMA PROCESAL PENAL DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL: PRINCIPIO DEL JUEZ IMPARCIAL, SEPARACIÓN DE INSTRUCCIÓN Y ENJUICIAMIENTO

			El modelo de proceso penal de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 14 de septiembre de 1882, parte de la superación histórica del sistema inquisitivo y responde al denominado sistema acusatorio formal o mixto, llamado así porque diferencia dos fases o etapas fundamentales: la fase de instrucción, o sumario, y la fase de enjuiciamiento, plenario o juicio oral, inspirada la primera en el sistema inquisitivo y la segunda en el sistema acusatorio.

			En él destacan dos notas esenciales:

			— El sumario se considera como mera actividad investigadora, de manera que es en el juicio oral donde se desarrolla la prueba y donde los magistrados han de formar su convicción previa al fallo.

			— Con el fin de evitar que las impresiones o prejuicios adquiridos durante la instrucción puedan influir negativamente en la imparcialidad de quienes deben juzgar, cada una de estas fases se encomienda a órganos distintos: los Juzgados de Instrucción y las Audiencias Provinciales, respectivamente, estableciéndose como causa de recusación para cualquiera de los magistrados de la Sala (art. 54.12 LECrim) «haber sido instructor de la causa».

			La reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal llevada a cabo por la Ley 3/1967, de 8 de abril, reguladora de los «procedimientos de urgencia», y, más tarde, la LO 10/1980, de 11 de noviembre, de Enjuiciamiento Oral de Delitos Dolosos, Menos Graves y Flagrantes, supusieron una evidente quiebra de este sistema al acumular en los Juzgados de Instrucción las funciones de instruir y juzgar. Por último, la propia LOPJ de 1985 consagró esta suerte de regresión a los sistemas inquisitivos atribuyendo a los Jueces de Instrucción competencia para el conocimiento y fallo de las causas que establezca la Ley.

			El Tribunal Constitucional, en Sentencia n.º 145/1988, de 12 de julio, aplicando la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos establecida a propósito del artículo 6.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (asuntos De Cubber, 26.10.1984, y Piersack, 01.10.1982) y tras invocar la norma del artículo 24.2 CE, que reconoce a todos el derecho a un «juicio público... con todas las garantías», entre las que debe incluirse, aunque no sea citada expresamente, el derecho a un Juez imparcial, declaró la inconstitucionalidad no de la totalidad de la Ley Orgánica 10/1980, como pretendían los promotores de la cuestión de inconstitucionalidad, sino solamente del párrafo segundo del artículo 2, según el cual «en ningún caso será de aplicación la causa de recusación prevista en el apartado 12 del artículo 54 LECrim», lo que de hecho, equivalía a declarar la inconstitucionalidad de la acumulación en un mismo órgano y respecto de un mismo proceso penal de las funciones de instruir y fallar.

			La STC 145/1988 puso en marcha el mecanismo de la reforma legislativa, que culminó con la LO 7/1988, de 28 de diciembre, «De los Juzgados de lo Penal y por la que se modifican diversos preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal» que derogó las Leyes 3/1967 y 10/1980, instauró el llamado procedimiento abreviado y creó los Juzgados de lo Penal como nuevos órganos de enjuiciamiento de los delitos menos graves.

			Pero más allá de la aplicación del principio del juez no prevenido y la consiguiente separación de las funciones de instrucción y enjuiciamiento y más allá también del postulado de defensa material que proclama el artículo 2 LECrim (en el sentido de que las autoridades han de consignar las circunstancias tanto adversas como favorables al presunto reo), el principio del Juez imparcial tiene otras manifestaciones. En efecto, la imparcialidad que exige el artículo 24.2 CE como manifestación del derecho a un proceso con todas las garantías, no es sólo la subjetiva del juez o magistrado, la cual se presume siempre, sino sobre todo la objetiva, referida al objeto del proceso. A través de ella se trata de asegurar que el juez se acerca al tema decidendi sin haber tomado postura en relación con él.

			Para garantizar la imparcialidad, tanto objetiva como subjetiva, surgen en la esfera del proceso la abstención y la recusación. Y a fin de posibilitar a las partes el ejercicio de su derecho de recusación, los artículos 202 y 203 LOPJ establecen el deber de poner inmediatamente en conocimiento de aquéllas la designación del magistrado ponente y la de los demás magistrados que no constituyan plantilla de la Sala.

			Después de dos propuestas de regulación completa del proceso penal, ha sido aprobada una nueva y amplia reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal llevada a cabo por la, antes citada, Ley Orgánica 13/2015, y por la Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales. Las líneas básicas de la reforma, según las exposiciones de motivos que preceden a los dos textos, son: i) la necesidad de establecer disposiciones eficaces de agilización de la justicia penal con el fin de evitar dilaciones indebidas; ii) el fortalecimiento de los derechos procesales de conformidad con las exigencias del Derecho de la Unión Europea; iii) la regulación de las medidas de investigación tecnológica en el ámbito de los derechos garantizados por el artículo 18 de la Constitución; iv) la previsión de un procedimiento de decomiso autónomo; v) la instauración general de la segunda instancia; y vi) la reforma del recurso extraordinario de revisión.

			
IV. PRINCIPIOS DEL PROCESO PENAL

			Distinguimos entre los que se refieren al proceso propiamente dicho y los que rigen el procedimiento. Los primeros afectan a la estructura misma del proceso penal, mientras que los segundos tienen, sobre todo, una dimensión técnica y funcional.

			A) Entre los principios del proceso propiamente dicho, además del principio acusatorio, al que antes hemos hechos referencia en sus rasgos esenciales, examinaremos los de oficialidad, contradicción, igualdad, libre valoración de la prueba y doble instancia penal.

			a) El principio de oficialidad.— Conecta con el interés social en la persecución de los hechos punibles, y determina la actuación del Ministerio Fiscal en los términos del artículo 105 LECrim, conforme al cual «los funcionarios del Ministerio Fiscal tendrán la obligación de ejercitar, con arreglo a las disposiciones de la ley, todas las acciones penales que consideren procedentes, haya o no acusador particular en las causas, menos aquellas que el Código Penal reserva exclusivamente a la querella privada».

			Los funcionarios de la Policía Judicial están, a su vez, obligados a practicar las diligencias precisas para la averiguación y comprobación de los delitos públicos, poniendo las actuaciones a disposición de la autoridad judicial.

			El Juez de Instrucción, por su parte, tiene la obligación de proceder a la apertura del proceso penal y a depurar la notitia criminis cualquiera que sea el cauce a través del cual tenga conocimiento de la misma cuando se trate de hechos perseguibles de oficio.

			b) Principio de contradicción.— El brocardo audiatur et altera pars se encuentra implícito en el artículo 24.1 y 2, de la Constitución, que proclama el derecho a un proceso con todas las garantías sin que en ningún caso pueda producirse indefensión.

			La contradicción hace posible el enfrentamiento dialéctico de las partes permitiendo conocer los argumentos de la contraria y manifestar los propios ante el Juez o Tribunal, y está presente en todo el proceso y destacadamente en la fase de juicio oral. En la fase sumarial su vigencia aparece matizada por la investigación de oficio y consiguiente aportación de cuantos datos y elementos puedan servir al fin último de la averiguación de los hechos y la identidad de su autor. Para la efectividad del derecho de defensa el investigado debe ser informado inmediatamente de la imputación dirigida contra él, y debe estar asistido de letrado en caso de privación de libertad.

			c) Principio de igualdad.— Deriva directamente del artículo 14 CE, es complemento necesario del de contradicción y debe estimarse cumplido cuando en la actuación procesal tanto el acusador como el acusado gozan de los mismos medios de ataque y de defensa e idénticas posibilidades de alegación, prueba e impugnación. Por ello, determinadas discriminaciones que ofrecen una justificación objetiva y razonable no pueden considerarse contrarias al principio de igualdad.

			d) Principio de libre valoración de la prueba.— Establecido en el artículo 741 LECrim, continúa vigente pero complementado por la necesidad de que exista una auténtica prueba incriminatoria o de cargo, válidamente obtenida, acerca de la existencia de los hechos y de la participación del acusado, es decir, el derecho fundamental a la presunción de inocencia, reconocido expresamente en el artículo 24.2 CE, que preside las reglas sobre valoración de la prueba.

			e) Doble instancia penal.— El Derecho español acoge actualmente un sistema de doble instancia en todas las modalidades de proceso penal, una vez que la Ley 41/2015 incorporó a la Ley de Enjuiciamiento Criminal un cauce procesal para el recurso de apelación contra las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales y por la Audiencia Nacional, en el nuevo artículo 846 ter. Con ello se da efectivo cumplimiento al mandato del artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual establece que toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo previsto en la ley.

			B) Principios del procedimiento.— Como tales, analizamos los de oralidad, inmediación, publicidad y celeridad.

			a) El artículo 120.2 CE proclama que «el procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal». La oralidad es hegemónica en la fase de juicio; en cambio, la escritura rige en la fase sumarial preparatoria del juicio oral.

			b) El principio de inmediación es consecuencia de la oralidad. Según este principio la actividad probatoria se realiza bajo la presencia del tribunal sentenciador, que funda su convicción acerca de los hechos sobre la base de su propia y directa percepción.

			c) Por lo que respecta al principio de publicidad, dispone el artículo 301 LECrim que las diligencias del sumario serán reservadas y no tendrán carácter público hasta que se abra el juicio oral. Por tanto, durante la instrucción opera una limitación del principio de publicidad, si bien sólo para terceros no para las partes, que podrán tomar conocimiento de las actuaciones e intervenir en ellas. Sin embargo, podrá el Juez, de oficio o a instancia de parte (test-2011, preg. n.º 95), declarar el secreto sumarial para todas las partes personadas excepto para el Ministerio Fiscal, por tiempo no superior a un mes, debiendo alzarlo necesariamente diez días antes de la conclusión del sumario (test-2007, preg. n.º 100).

			Según disposición expresa del artículo 302 LECrim, la declaración de secreto exige que resulte necesaria para alguna de las dos siguientes finalidades: a) evitar un riesgo grave para la vida, libertad o integridad física de otra persona; o b) prevenir una situación que pueda comprometer de forma grave el resultado de la investigación o del proceso, y se entiende sin perjuicio de que el abogado del investigado tendrá en todo caso acceso a los elementos de las actuaciones que resulten esenciales para impugnar la privación de libertad.

			La declaración constitucional de publicidad del proceso cobra todo su sentido en el juicio oral. Según los artículos 680, 681 y 682 LECrim, reformados por la Ley 4/2015, del Estatuto de la víctima del delito, los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal pueda: a) acordar la celebración del juicio a puerta cerrada; b) prohibir divulgar información relativa a la identidad de la víctima o imágenes de la misma; o c) restringir la presencia de los medios de comunicación audiovisuales en las sesiones del juicio. En todo caso queda prohibida la información sobre la identidad o imagen de víctimas menores de edad o con discapacidad necesitadas de especial protección.

			Por lo demás, en otro aspecto relevante cual es el contenido de los fallos de las sentencias, la LO 7/2021, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, autoriza la publicidad de los datos personales de los condenados en sentencia firme por delitos de fraude fiscal, alzamiento de bienes contra la Hacienda Pública y contrabando (art. 235 bis LOPJ).

			d) Celeridad.— El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas está recogido en el artículo 24.2 CE. Es un derecho público subjetivo dirigido frente a los órganos judiciales a fin de que «la causa sea oída dentro de un plazo razonable», como dice el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. El concepto de dilaciones indebidas es relativo y circunstancial. Deriva, objetivamente, de la clase de proceso de que se trate, de su complejidad y de la actividad procesal desarrollada, y, subjetivamente, del comportamiento más o menos diligente de las partes.

			De apreciarse su existencia, la consecuencia será, en su caso, la aplicación de una circunstancia atenuante, consagrada, primero, en el plano jurisprudencial y, después, a nivel legal mediante la reforma de la LO 5/2010, en el artículo 21.6.ª del Código Penal. También sirve a la celeridad la temporalización de la instrucción del artículo 324 LECrim.

			
V. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD

			Dada la estrecha vinculación del proceso penal con el positivismo legalista, el principio de oportunidad no tiene fácil encaje en el mismo.

			Existen, en realidad, dos concepciones de oportunidad, la tasada o reglada y la libre o discrecional, propia, esta última, de los países anglosajones. En nuestro Derecho se proclama el principio de legalidad, pero pueden considerarse manifestaciones del principio de oportunidad reglado, las siguientes:

			— La posibilidad de no ejercitar acciones penales para facilitar el castigo del delito de amenazas condicionales, prevista en el artículo 171.3 CP.

			— La atenuación de la responsabilidad de delincuentes arrepentidos en delitos contra la salud pública (art. 376 CP) y de terrorismo (art. 579 CP).

			— La regulación de la conformidad en los procesos de factura reciente, como el abreviado o el juicio rápido, que hacen posible la previa existencia de una negociación entre las partes, próxima al concepto de transacción.

			— La autorización que se concede al Ministerio Fiscal para desistir de la incoación del expediente o desistir de la continuación del expediente, una vez incoado, cuando concurran las condiciones de los artículos 18 y 19 de la LO 5/2000, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, a fin de minorar las consecuencias aflictivas del proceso para el menor, conforme al interés superior del mismo.

			— Y, por último, la facultad que el artículo 963 LECrim confiere a los jueces, a petición del Ministerio Fiscal, de sobreseer el procedimiento por delito leve valorando circunstancias como la escasa entidad del hecho y la falta de interés público en la persecución penal.

			
VI. LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA JURISDICCIÓN PENAL

			La perspectiva de género es un instrumento o metodología que permite identificar, cuestionar y valorar la discriminación y la desigualdad en el trato entre hombres y mujeres derivados de roles sociales. La perspectiva de género permite una justicia libre de estereotipos y garantiza un adecuado respeto del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva y a la igualdad real de mujeres y hombres.

			La desigualdad entre hombres y mujeres encuentra su manifestación más cruel y extrema en la violencia de género.

			Este término se generaliza a partir de la IV Conferencia Mundial de Mujeres de Pekín celebrada en 1995 bajo los auspicios de la ONU. Se trata de una violencia de naturaleza estructural que se dirige contra la mujer por el mero hecho de serlo, y que menoscaba gravemente el disfrute de sus derechos y libertades fundamentales.

			En España la consideración de la violencia contra la mujer como un problema específico, merecedor de una especial atención se inicia con la reforma llevada a cabo por la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de julio, seguida de otras cinco Leyes Orgánicas dictadas entre 1999 y 2003, que introducen una serie de medidas de tipo penal y procesal encaminadas a la protección de la mujer contra la violencia de género.

			En esta línea se inserta la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, que, en el plano de la jurisdicción penal que es el que ahora nos concierne, opta por una fórmula de especialización mediante la creación de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, que conocerán de la instrucción y, en su caso, enjuiciamiento de las causas penales en la materia, así como de aquellas causas civiles relacionadas. Igualmente se instaura la figura del Fiscal de Sala contra Violencia sobre la Mujer, encargado de supervisar y coordinar a las respectivas secciones de las Fiscalías, integradas por Fiscales debidamente especializados.

			Posteriormente, la reforma llevada a cabo por la LO 7/2015 amplia el ámbito de los delitos competencia del Juzgado de Violencia, incide en la formación especializada de los operadores jurídicos y prevé una asistencia técnica y profesional por parte de los equipos adscritos a la Administración de Justicia, en especial, en el ámbito de los Institutos de Medicina Legal, que contarán con psicólogos y trabajadores sociales.

			A su vez, en aplicación del Pacto de Estado en materia de Violencia de Género, la LO 5/2018 reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial en tres aspectos principales:

			— inclusión de materias específicas sobre violencia de género en las pruebas de acceso, formación especializada en la Escuela Judicial y formación continua de las Carreras Judicial y Fiscal;

			— pruebas selectivas de especialización en violencia sobre la mujer, análogas a las que ya existen en materia mercantil o en menores;

			— especialización de los Juzgados de lo Penal, bien de manera exclusiva, cuando el volumen de trabajo lo justifique, bien de manera compatible con otras materias, mediante la oportuna modificación de la planta judicial:

			Por último, el Real Decreto-Ley 9/2018, incorpora en el artículo 20 de la LO 1/2004 una serie de medidas destinadas a mejorar la participación de la víctima en el proceso penal, como son:

			a) La designación urgente de letrado y procurador de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género, que aseguren su inmediata presencia para la defensa y representación de la víctima;

			b) La habilitación legal del letrado de la víctima a fin de que pueda ostentar su representación procesal antes de la personación de la misma en el proceso; y

			c) La posibilidad de que la víctima se persone como acusación particular en cualquier fase del proceso penal.

		

	
		
			TEMA II

			
PLANTA Y ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES PENALES

			SUMARIO: I. Planta y organización de los tribunales penales. II. Competencia de los órganos unipersonales en el ámbito de la Audiencia Nacional.

			
I. PLANTA Y ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES PENALES

			La planta y organización de los órganos judiciales integrados en el orden jurisdiccional penal está regulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en una norma dictada en desarrollo de esta: la Ley de Demarcación y Planta Judicial, de 28 de diciembre de 1988.

			La demarcación hace referencia a la circunscripción y a la sede de los órganos judiciales, esto es, a su ubicación y distribución geográfica, lo que se traduce en la organización territorial del Estado en lo judicial.

			La planta hace referencia al número, estructura y composición de los órganos judiciales, materia que regula la Ley de Demarcación y Planta Judicial mediante anexos.

			Veamos a continuación la estructura, composición y funciones de los órganos jurisdiccionales a los que, en el orden penal, la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye el ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Comenzamos por el Tribunal Supremo.

			TRIBUNAL SUPREMO.— A él se refiere el artículo 123 CE al decir que «el Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales».

			Tiene su sede en Madrid y se compone de su Presidente, que lo es también del Consejo General del Poder Judicial, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la Ley para cada una de las Salas y Secciones en que se divide.

			Las competencias penales del Alto Tribunal están atribuidas a la Sala Segunda (de lo Penal) y a la Sala especial o innominada del artículo 61 LOPJ.

			A) La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá (art. 57 LOPJ):

			1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la Ley.

			2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas penales contra los más altos representantes de los tres poderes del Estado.

			Es decir, el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, Miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Fiscal Europeo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía.

			3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional, de un Tribunal Superior de Justicia o de los Fiscales Europeos delegados.

			4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley.

			5.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			A estas competencias que establece el artículo 57 LOPJ cabe añadir las dos siguientes:

			— La decisión de las cuestiones de competencia suscitadas entre órganos de la jurisdicción penal que no tengan otro superior común.

			— La tramitación y enjuiciamiento de las acciones penales dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte (art. 55 bis).

			B) La Sala especial del artículo 61 es una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el magistrado más antiguo y el más moderno de cada una de ellas. Conocerá, en el orden penal de la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los magistrados de una Sala, cuando sean juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen.

			AUDIENCIA NACIONAL.— Fue creada por el Real Decreto-Ley 1/1977. Tiene su sede en Madrid, extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional y está integrada por cuatro Salas denominadas de Apelación, de lo Penal, de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social.

			Asumen competencias en materia penal las Salas de Apelación y de lo Penal.

			A) La Sala de Apelación conoce de los recursos de esta clase que establezca la Ley contra las resoluciones de la Sala de lo Penal.

			B) La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conoce (art. 65 LOPJ):

			1.º Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a los Juzgados Centrales de lo Penal, de las causas por los siguientes delitos:

			a) Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor, Altos Organismos de la Nación y forma de Gobierno.

			b) Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques de viaje falsos, siempre que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales.

			c) Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el territorio de más de una Audiencia.

			d) Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias.

			e) Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o a los tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales españoles.

			En todo caso, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional extenderá su competencia al conocimiento de los delitos conexos con todos los anteriormente reseñados.

			2.º De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecución de las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena de prisión impuesta por Tribunales extranjeros cuando en virtud de un tratado internacional corresponda a España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, salvo en aquellos casos en que esta Ley atribuya alguna de estas competencias a otro órgano jurisdiccional penal.

			3.º De las cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de Tratados internacionales en los que España sea parte.

			4.º De los recursos respecto a los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, y la resolución de los procedimientos judiciales de extradición pasiva, sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiese tenido lugar la detención del afectado por el procedimiento.

			f ) Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 2017/1939, cuando aquella hubiera decidido ejercer su competencia.

			5.º De los recursos establecidos en la Ley contra las sentencias y otras reso-luciones de los Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción, incluidas sus funciones como Juzgados de garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía Europea, y del Juzgado Central de Menores.

			6.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			7.º De cualquier otro asunto que le atribuyan las leyes.

			En relación con estos otros asuntos es de destacar el enjuiciamiento de los delitos cometidos por personas integradas en bandas armadas o relacionadas con elementos terroristas o rebeldes, y sus conexos.

			TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.— Dispone el artículo 152 CE que «un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito de la Comunidad Autónoma». En consonancia con este precepto, la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 creó estos tribunales autonómicos en sustitución de las anteriores Audiencias Territoriales.

			Su número y ámbito territorial coincide con el de cada una de las 17 Comunidades Autónomas. Están integrados por las siguientes Salas: de lo Civil y Penal, de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social.

			Se componen de un Presidente, que lo es a su vez de la Sala de lo Civil y Penal; de los Presidentes de Sala y de los magistrados que determine la Ley para cada una de las Salas y, en su caso, de las Secciones que dentro de ellas puedan crearse.

			Como Sala de lo Penal, corresponde a la Sala Civil y Penal, según el artículo 73.3 LOPJ:

			a) El conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.

			b) La instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, magistrados y miembros del Ministerio Fiscal por delitos cometidos en el ejercicio de su cargo en la Comunidad Autónoma, siempre que esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.

			c) El conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos por las leyes.

			d) La decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden penal con sede en la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior común.

			e) La tramitación de los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			AUDIENCIAS PROVINCIALES.— Son órganos colegiados con sede en la capital de la provincia, de la que toman su nombre, y extienden su jurisdicción a toda ella.

			Aunque pueden crearse, por razones funcionales, Secciones de la Audiencia Provincial desplazadas de la sede con competencia territorial limitada a uno o varios partidos judiciales.

			Las Audiencias Provinciales se componen de un Presidente y dos o más magistrados. También podrán estar integradas por dos o más Secciones de la misma composición, en cuyo caso el Presidente de la Audiencia presidirá una de las Secciones que determinará al principio de su mandato.

			Conforme al artículo 82 LOPJ, las Audiencias Provinciales conocerán en el orden penal:

			1.º De las causas por delito, a excepción de los que la Ley atribuye al conocimiento de los Juzgados de lo Penal o de otros Tribunales previstos en esta Ley.

			2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Instrucción y de lo Penal de la provincia. Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Instrucción en juicios por delitos leves la Audiencia se constituirá con un solo Magistrado (test-2013, preg. n.º 99).

			3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias de sus secciones, especialización que se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la Audiencia Provincial el enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia.

			4.º De los recursos contra las resoluciones de los Juzgados de Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos.

			5.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, cuando la competencia no corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

			6.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			Corresponde, finalmente, a la Audiencia Provincial el enjuiciamiento de los juicios de jurado (art. 83 LOPJ).

			JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN—. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción con sede en la cabeza de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede.

			Los Juzgados de Instrucción conocen, en el orden penal a tenor del artículo 87 LOPJ:

			a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

			b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la Ley y en los procesos por aceptación de decreto.

			c) Del conocimiento y fallo de los procesos por delitos leves, salvo los que sean competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (test-2005, preg. n.º 94).

			d) De los procedimientos de habeas corpus.

			e) De los recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz del partido y de las cuestiones de competencia entre éstos.

			f ) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley.

			g) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

			h) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			Por otro lado, hay que tener en cuenta que los Juzgados de Instrucción son la autoridad competente en España para recibir órdenes europeas de investigación emitidas por las autoridades competentes de otros Estados, cuando no corresponda su recepción y ejecución al Ministerio Fiscal.

			Lo que ocurrirá, normalmente, en los casos en que la orden contenga alguna medida limitativa de derechos fundamentales.

			Asimismo, los Juzgados de Instrucción conocerán de la autorización del internamiento de extranjeros en los Centros de Internamiento, así como del control de éstos en dichos centros y en las salas de inadmisión de fronteras. También conocerán de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto afecten a sus derechos fundamentales.

			Especial importancia presenta el servicio de guardia, con funciones muy variadas de entre las que destacan:

			— la recepción de atestados, denuncias y querellas;

			— la realización de las primeras diligencias de instrucción criminal;

			— la adopción de medidas cautelares de todo tipo;

			— la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando no pueda ser adoptada por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer;

			— la instrucción y preparación de juicios rápidos, pudiendo llegar a dictar la sentencia en los casos de conformidad (arts. 797 y ss. LECrim).

			JUZGADOS DE LO PENAL.— Fueron creados por la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre, que instauró el procedimiento abreviado. En cada provincia, y con sede en su capital, o desplazados de ésta, habrá uno o varios Juzgados de lo Penal, cuya jurisdicción tendrá alcance provincial o se extenderá a uno o varios partidos dentro de la misma provincia (art. 89 bis.1 LOPJ).

			Corresponde a los Juzgados de lo Penal el enjuiciamiento y fallo de las causas por delito que tengan señalada pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años, o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años (art. 14.3 LECrim).

			La competencia se extiende al enjuiciamiento de los delitos leves sean o no incidentales imputables a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión del delito leve o su prueba estuviera relacionada con aquellos (art. 14.3 LECrim).

			Corresponde, asimismo, a los Juzgados de lo Penal (art. 89 bis.2 LOPJ):

			— la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por los Juzgados de Instrucción (se refiere a los juicios rápidos);

			— el reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan sanciones pecuniarias transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español;

			— la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley;

			— la tramitación de los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes.

			Preceptivamente deberán especializarse uno o varios Juzgados de lo Penal en cada provincia para el conocimiento de los delitos de Violencia sobre la Mujer (art. 89 bis.2 LOPJ).

			JUZGADOS DE VIGILANCIA PENITENCIARIA— Fueron creados por la Ley Orgánica General Penitenciaria. En cada provincia, y dentro del orden jurisdiccional penal, habrá uno o varios Juzgados de Vigilancia Penitenciaria.

			Atendiendo principalmente a los establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de éstos la Ley de Planta establecerá uno o varios Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, pudiendo establecerse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma, y a la inversa, Juzgados de esta clase cuya jurisdicción no se extienda a toda la provincia.

			Los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria asumen las competencias que les atribuya la Ley General Penitenciaria en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y demás que señale la ley (art. 94 LOPJ).

			JUZGADOS DE MENORES— En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de Menores.

			Corresponde a los Juzgados de Menores el ejercicio de las funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas tipificadas por la ley como delito y aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las leyes, así como la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley (art. 97 LOPJ).

			La Ley Orgánica 5/2000, Reguladora de la Responsabilidad Penal de lo Menores, les atribuye el enjuiciamiento, no la instrucción, que corresponde al Ministerio Fiscal, de los hechos tipificados como delito en el Código Penal o en leyes penales especiales cometidos por mayores de catorce y menores de dieciocho años.

			JUZGADOS DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER— Fueron creados por la Ley Orgánica 1/2004 de medidas de Protección Integral contra La Violencia de Género. Dispone el artículo 87 bis LOPJ que «en cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. No obstante, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de Violencia sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia».

			Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocen, en el orden penal, de conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos (test-2005, preg. n.º 99):

			a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos tipificados en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales, contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con la capacidad modificada judicialmente que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.

			b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.

			c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de guardia.

			d) Del conocimiento y fallo de los delitos leves, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.

			e) Dictar sentencia de conformidad en los casos establecidos por la Ley.

			f ) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la Ley.

			g) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya quebrantado sea alguna de las personas señaladas en el apartado a).

			Los nuevos artículos 87 ter, apartado 6, y 87 quáter, incorporados a la Ley Orgánica del Poder Judicial por la Ley Orgánica 5/2018, dictada en aplicación del Pacto de Estado en materia de violencia de género, encomiendan al Consejo General del Poder Judicial la creación de dependencias que impidan la confrontación visual de la víctima y el agresor durante el proceso, y asignan al Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género la evaluación de los datos provenientes de las actuaciones penales en la materia, información que se incorporará a la memoria Anual del Consejo.

			
II. COMPETENCIA DE LOS ÓRGANOS UNIPERSONALES EN EL ÁMBITO DE LA AUDIENCIA NACIONAL

			Estos órganos, integrados en el orden jurisdiccional penal, son los Juzgados Centrales de Instrucción, Centrales de lo Penal, Central de Menores y Centrales de Vigilancia Penitenciaria. Tienen su sede en la villa de Madrid y extienden su jurisdicción a toda España.

			Sus cometidos principales son:

			a) En el caso de los Juzgados Centrales de Instrucción, instruir las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a los Juzgados Centrales de lo Penal, y tramitar las órdenes europeas de detención y entrega, así como los expedientes de extradición pasiva. Los Juzgados Centrales de Instrucción conocerán, como Jueces de garantías, de las peticiones de la Fiscalía Europea, relativas a la adaptación de medidas cautelares personales, la autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales, cuya adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente determine la Ley. Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la Ley contra los decretos de los Fiscales europeos delegados.

			b) En el caso de los Juzgados Centrales de lo Penal, conocer de las causas por los delitos a que se refiere el artículo 65 LOPJ cuando que tengan señalada pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años, o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años.

			c) El Juzgado Central de Menores, por su parte, conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores, es decir, el conocimiento de los delitos de terrorismo cometidos por mayores de 14 y menores de 18 años.

			d) Los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria, finalmente, tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios, y las demás que señale la Ley, en relación con los delitos competencia de la Audiencia Nacional.

		

	
		
			TEMA III

			
JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

			SUMARIO: I. Jurisdicción y competencia (I). La jurisdicción como presupuesto del proceso. II. Límites de la jurisdicción penal ordinaria. III. Competencia objetiva y funcional. IV. Aforamientos y privilegios procesales. V. Inmunidad de jurisdicción.

			
I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA (I). LA JURISDICCIÓN COMO PRESUPUESTO DEL PROCESO

			La jurisdicción es la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. El Estado la ejerce a través de los Juzgados y Tribunales que integran el Poder Judicial. Sólo ellos están investidos de jurisdicción y sólo ante ellos puede pretenderse la realización del ius puniendi, mediante el correspondiente proceso penal. La jurisdicción constituye, pues, un presupuesto esencial del proceso penal.

			La falta de jurisdicción determina la nulidad de pleno derecho de lo actuado (art. 238.1.º LOPJ) y es apreciable de oficio por los Juzgados y Tribunales. Así, el artículo 9.6 LOPJ determina que «la jurisdicción es improrrogable. Los órganos judiciales apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. En todo caso, esta resolución será fundada y se efectuará indicando siempre el orden jurisdiccional que se estima competente».

			También las partes pueden, según la norma general del artículo 240.1 LOPJ, denunciar la falta de este presupuesto, por dos vías: a) «por medio de los recursos establecidos en la ley contra la resolución de que se trate»; y b) «por los demás medios que establezcan las leyes procesales». En el caso del proceso penal, la ley a que se refiere este precepto es la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el medio que la misma establece, la declinatoria.

			No regula la Ley de Enjuiciamiento Criminal el tratamiento procesal de la jurisdicción, salvo la mención que realiza dentro de los artículos de previo pronunciamiento a la declinatoria de jurisdicción (art. 666.1.º), lo que lleva a aplicar, por analogía, las normas relativas a la competencia objetiva y funcional.

			
II. LIMITES DE LA JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA

			El punto de partida es el principio de universalidad de la jurisdicción, que proclama el artículo 4 LOPJ al disponer que «la jurisdicción se extiende a todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio español, en la forma establecida en la Constitución y en las leyes». Son precisamente estos límites subjetivos, objetivos y territoriales, los que determinan el contenido efectivo de la jurisdicción en el orden penal.

			A) Los primeros se refieren a las inmunidades, cuyo análisis, siguiendo el orden del programa, se aborda al final del tema.

			B) En cuanto a los límites materiales, el propio artículo 9.3 LOPJ sustrae del conocimiento de la jurisdicción penal los hechos ilícitos constitutivos de delito que correspondan a la jurisdicción militar, cuya subsistencia queda reservada por la Constitución «al ámbito estrictamente castrense».

			La Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar, diseña el contenido de la jurisdicción militar diferenciando dos situaciones: en tiempo de paz (art. 12) y en tiempo de guerra (art. 13).

			C) Los límites por razón del territorio resultan de la combinación de los principios que sanciona el artículo 23 LOPJ, que ha sido profundamente reformado por la Ley Orgánica 1/2014: territorialidad, personalidad, real o de protección de intereses y de universalidad:

			— Con base en el principio de territorialidad, corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las causas por delitos cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte (art. 23.1 LOPJ).

			— Conforme al principio de personalidad, conocerá la jurisdicción española de los hechos previstos en las leyes penales españolas como delitos, aunque hayan sido cometidos fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieren adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren los siguientes requisitos:

			a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución.

			Salvo que, en virtud de un Tratado internacional o de un acto normativo de una Organización Internacional de la que España sea parte, no resulte necesario dicho requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes.

			b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los Tribunales españoles. Este requisito se considerará cumplido en relación con los delitos competencia de la Fiscalía Europea cuando esta ejercite efectivamente su competencia.

			c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda (art. 23.2 LOPJ).

			— Según el principio real o de protección de intereses, y previa interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscal, conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos:

			a) De traición y contra la paz o la independencia del Estado.

			b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente.

			c) Rebelión y sedición.

			d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los Ministros y de los sellos públicos u oficiales.

			e) Falsificación de moneda española y su expedición.

			f ) Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o intereses del Estado, e introducción o expedición de lo falsificado.

			g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.

			h) Los perpetrados en el ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles residentes en el extranjero y los delitos contra la Administración Pública española.

			i) Los relativos al control de cambios (art. 23.3 LOPJ).

			— En fin, en aplicación del principio de universalidad, igualmente previa interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscal, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, según la ley española, como alguno de los siguientes delitos:

			a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado.

			b) Delitos de tortura y contra la integridad moral de los artículos 174 a 177 CP.

			c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacional de Nueva York de 2006.

			d) Delitos de piratería, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos extranjeros y delitos contra la seguridad de la navegación marítima que se cometan en los espacios marinos.

			e) Terrorismo.

			f ) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, La Haya 1970.

			g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, Montreal 1971.

			h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de materiales nucleares, Viena y Nueva York 1980.

			i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

			j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organización criminal o delitos cometidos en el seno de los mismos.

			k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre víctimas menores de edad.

			l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 2011 sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica.

			m) Trata de seres humanos.

			n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones económicas internacionales.

			o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 2011, sobre falsificación de productos médicos y delitos que supongan una amenaza para la salud pública.

			p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obligatorio por un Tratado.

			Asimismo, la jurisdicción española será también competente para conocer de los delitos anteriores cometidos fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros que se encontraran en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades españolas, siempre que así lo imponga algún Tratado vigente.

			En todos estos supuestos la atribución de jurisdicción a los órganos judiciales españoles exige condiciones, diferentes en cada caso, reveladoras de algún vínculo de conexión relevante con España, que normalmente será la nacionalidad española del autor del delito y de la víctima, y, en todo caso, que en el Estado en que se hubieren cometido los hechos o en el de la nacionalidad del investigado o en el seno de un Tribunal Internacional no se haya iniciado procedimiento que suponga una investigación y una persecución efectiva de los hechos punibles (art. 23.5 LOPJ).

			En relación con los supuestos de terrorismo, la Ley Orgánica 2/2015 ha modificado el apartado e) del artículo 23.4 LOPJ y permite dirigir el procedimiento frente a quien simplemente colabore con un español o con un extranjero, que resida o se encuentre en España, para la comisión de un delito de terrorismo.

			
III. COMPETENCIA OBJETIVA Y FUNCIONAL

			El artículo 1 LECrim dice que «no se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por juez competente».

			El concepto de competencia puede ser abordado desde la perspectiva del órgano judicial, y entonces se dice que es el conjunto de procesos en que conforme a la ley un órgano jurisdiccional puede ejercer válidamente su jurisdicción, o bien desde la perspectiva del proceso y en tal caso se entiende por competencia el conjunto de normas o criterios que permiten asignar el conocimiento de una causa a un órgano judicial determinado con exclusión de cualquier otro.

			Juez competente es aquél, integrado en el orden jurisdiccional penal, que por razón de la materia, por razón de la fase procesal en que se encuentra el procedimiento y por razón del lugar en que se hubiera cometido el hecho delictivo, tiene atribuido el conocimiento de un asunto con exclusión de todos los demás, lo que nos lleva directamente a los conceptos de competencia objetiva, funcional y territorial, que conectan con el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley.

			Implica este derecho que el órgano judicial haya sido creado previamente por la norma jurídica, que ésta le otorgue jurisdicción y competencia antes del proceso judicial, y que su régimen orgánico y procesal no permita calificarlo de órgano especial o excepcional; exige también que la composición del órgano judicial venga determinada por ley y que en cada caso concreto se siga el procedimiento legalmente establecido para la designación de los miembros que han de formar Sala (SSTC 47/1983, 210/2009, 219/2009 y 220/2009).

			A) La competencia objetiva permite determinar, de entre los distintos tipos de órganos que integran el orden jurisdiccional penal, cuál de ellos tiene atribuido el enjuiciamiento en primera o única instancia de los hechos por los que se procede. Para ello el legislador utiliza los siguientes criterios:

			a) Competencia objetiva por razón de la naturaleza de la infracción, cuyas normas están contenidas en los apartados 1, 3 y 4 del artículo 14 LECrim (test-2010, preg. n.º 94).

			El apartado 1 establece que para el conocimiento y fallo de los juicios por delito leve será competente el Juez de Instrucción, salvo que la competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número 5 de este artículo.

			El apartado 3, por su parte, dispone que será competente para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años, así como por delitos leves, sean o no incidentales, imputables a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión del delito leve o su prueba estuviesen relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal, sin perjuicio de la competencia del Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia de conformidad, del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los términos establecidos en el artículo 801, así como de los Juzgados de Instrucción competentes para dictar sentencia en el proceso por aceptación de decreto.

			No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito fuere de los atribuidos al Tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.

			Y el apartado 4 añade que para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos será competente la Audiencia Provincial.

			b) El segundo elemento para determinar la competencia objetiva atiende al tipo de delito y a la materia especial que constituye el objeto del proceso. Así, en aplicación de las reglas de competencia objetiva ratione materiae:

			— Los Juzgados de Instrucción son competentes para conocer del procedimiento de habeas corpus.

			— Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer son competentes: 1) para dictar sentencia de conformidad en su caso, conforme al artículo 801; 2) para adoptar las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia; y 3) para el conocimiento y fallo de los juicios por las infracciones tipificadas en el párrafo segundo del apartado 7 del artículo 171, párrafo segundo del apartado 3 del artículo 172 y en el apartado 4 del artículo 173 del Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado [art. 14.5.d) LECrim].

			— Los Juzgados de Menores son competentes para conocer de los delitos cometidos por mayores de 14 años y menores de 18 años.

			— Los Juzgados Centrales de Instrucción, para la tramitación de los procedimientos de extradición pasiva y para la ejecución de la orden europea de detención y entrega.

			— El Juzgado Central de lo Penal y la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerán de las causas por los delitos a que se refiere el artículo 65 LOPJ, correspondiendo a uno u otra en función de la pena señalada al delito.

			— El Juzgado Central de Menores conocerá, según la Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, de los delitos de terrorismo cometidos por mayores de 14 y menores de 18 años.

			c) Delitos cometidos por personas jurídicas: cuando el conocimiento y fallo de la causa dependa de la gravedad de la pena señalada al delito se atenderá en todo caso a la pena legalmente prevista para la persona física, aun cuando el procedimiento se dirija exclusivamente contra la persona jurídica (art. 14 bis).

			d) Competencia objetiva ratione personae.—Se traduce este criterio en los llamados aforamientos, que serán objeto del epígrafe siguiente.

			Puede ocurrir que en un mismo asunto resulten aplicables simultáneamente varios criterios. Son los conflictos entre criterios, que se resuelven de la siguiente manera:

			1.º El criterio de la gravedad del delito es el más débil y cede siempre ante la concurrencia de alguno de los otros criterios, que tienen carácter especial.

			2.º El conflicto entre la atribución de la competencia a la Audiencia Nacional y al Tribunal del Jurado aparece expresamente resuelto por la LO 5/1995: en el ámbito de la Audiencia Nacional, queda excluido el juicio de jurado (art. 5.3 de la citada ley).

			3.º En el conflicto entre un aforamiento (tanto ante el Tribunal Supremo como ante un Tribunal Superior de Justicia) y la competencia de la Audiencia Nacional ha de darse prevalencia al primero.

			4.º Los aforamientos sin embargo son compatibles con la atribución de competencia al Tribunal del Jurado, que se constituirá en tales casos en el ámbito del órgano determinado por el fuero personal especial.

			B) En cuanto a la competencia funcional, analizaremos como supuestos de la misma los siguientes:

			a) Competencia funcional para la instrucción de las causas penales por delito. Se atribuye, con carácter general, a los Juzgados de Instrucción. En el ámbito de la competencia objetiva de la Audiencia Nacional las funciones de instrucción corresponden a los Juzgados Centrales de Instrucción, y en el ámbito de la violencia sobre la mujer a los Juzgados de esta clase, creados por la Ley Orgánica 1/2004.

			En las causas seguidas contra personas aforadas ante los Tribunales Superiores de Justicia y el Tribunal Supremo, uno de los magistrados ejercerá las funciones de instructor, no pudiendo luego formar parte del tribunal sentenciador.

			Por su parte, los Juzgados de Paz son competentes para la práctica de diligencias sumariales a prevención o por delegación del Juez de Instrucción, conforme a los artículos 100.2 LOPJ y 322 LECrim.

			b) Competencia funcional para los recursos devolutivos. Las reglas son las siguientes:

			— Los Juzgados de Instrucción son competentes para conocer de los recursos que se interpongan contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz del partido.

			— Las Audiencias Provinciales son competentes para conocer de los recursos de apelación y queja contra las sentencias y demás resoluciones dictadas por los Juzgados de Instrucción, de lo Penal, de Menores, de Vigilancia Penitenciaria y de Violencia sobre la Mujer.

			— Las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia tienen atribuido el conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos por las Leyes.

			— La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conoce de los recursos de apelación y queja que se interpongan contra las sentencias y demás resoluciones dictadas por los Juzgados Centrales de Instrucción, Central de lo Penal, Central de Menores y Central de Vigilancia Penitenciaria.

			— La Sala de Apelación de la Audiencia Nacional conoce del recurso de apelación contra las sentencias dictadas en primera instancia por la Sala de lo Penal de la misma Audiencia.

			— La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conoce de los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la Ley.

			c) La competencia funcional para la ejecución corresponde, en general, y sin perjuicio de las funciones encomendadas a los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, al órgano que hubiera conocido del proceso en primera o única instancia. La ejecución de las sentencias recaídas en el proceso por aceptación de decreto, cuando el delito sea leve, corresponde al Juzgado que la hubiera dictado (art. 985 LECrim) y si es menos grave, al Juzgado de lo Penal.

			Finalmente, corresponde a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional la ejecución de las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un Tratado internacional corresponda a España la ejecución de una sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, salvo en aquellos casos en que la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuya alguna de estas competencias a otro órgano jurisdiccional (art. 65.2 LOPJ).

			
IV. AFORAMIENTOS Y PRIVILEGIOS PROCESALES

			En relación con determinadas autoridades y funcionarios el ordenamiento jurídico prevé que los hechos punibles en que pudieran incurrir sean enjuiciados no por los órganos jurisdiccionales establecidos con carácter general, sino por otros distintos y de grado superior.

			A) Los aforamientos son excepciones al principio constitucional de igualdad y encuentran su justificación en la necesidad de proteger el normal ejercicio de ciertas funciones públicas de especial relevancia.

			Están aforados a distintos órganos jurisdiccionales los siguientes cargos públicos:

			— En general, los más altos representantes de los tres poderes del Estado.

			A saber, el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo.

			— Los parlamentarios y miembros de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas.

			— Los jueces, magistrados y fiscales.

			— Los jueces, parlamentarios europeos y miembros de la Asamblea consultiva del Consejo de Europa.

			Igualmente gozan de fuero los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de acuerdo con el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 2/1986, que atribuye a la Audiencia Provincial la competencia para el enjuiciamiento de los delitos cometidos por aquéllos en el ejercicio de sus funciones cualquiera que sea la cuantía de la pena.

			Tras el hecho histórico de la abdicación de Don Juan Carlos I de Borbón, las Cortes Generales dictaron la Ley Orgánica 4/2014, de 11 de julio, de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, incorporando un nuevo artículo 55 bis en el que se atribuye a las Salas de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Supremo competencia para la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales, respectivamente, dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte, por lo que todas están personas entran ahora también en el círculo de aforados.

			B) Privilegios procesales.

			Habitualmente se relacionan con los aforamientos, de manera que respecto de las personas aforadas suele preverse alguna especialidad para la persecución del hecho punible, la detención del sospechoso o incluso la obligación de comparecer como testigo ante los órganos jurisdiccionales.

			Tienen las siguientes manifestaciones:

			a) En las causas por delitos de traición o contra la seguridad del Estado seguidas contra el Presidente y demás miembros del Gobierno, dispone el artículo 102.2 CE que «la acusación sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo».

			b) Los Diputados y Senadores de las Cortes Generales, según el artículo 71.2 CE, durante el período de su mandato no podrán ser inculpados, ni procesados sin la previa autorización de la Cámara correspondiente; autorización que recibe el nombre de suplicatorio.

			c) No pueden ser detenidos, salvo caso de flagrante delito, los aforados siguientes:

			— Diputados y Senadores de las Cortes Generales.

			— Parlamentarios de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.

			— Magistrados del Tribunal Constitucional.

			— Vocales del Consejo de Estado.

			— Vocales del Consejo General del Poder Judicial.

			— Defensor del Pueblo y sus adjuntos.

			— Jueces, Magistrados y miembros del Ministerio Fiscal.

			d) Establece, además, la ley qué personas están relevadas del deber de comparecer y declarar, como testigos; qué personas están exentas del deber de declarar y qué personas están exentas también de concurrir al llamamiento del Juez, pero no de declarar, pudiendo hacerlo por escrito.

			En el primer grupo están el Rey, la Reina, sus respectivos consortes, el Príncipe Heredero y los Regentes del Reino (art. 411 LECrim). En el segundo, los Agentes Diplomáticos acreditados en España, en todo caso, y el personal administrativo, técnico o de servicio de las misiones diplomáticas, así como sus familiares, si concurren en ellos los requisitos exigidos en los tratados. En el tercero, las demás personas de la Familia Real, y también: 1.º el Presidente y los demás miembros del Gobierno; 2.º los Presidentes del Congreso de lo Diputados y del Senado; 3.º el Presidente del Tribunal Constitucional; 4.º el Presidente del Consejo General del Poder Judicial; 5.º el Fiscal General del Estado; 6.º los Presidentes de las Comunidades Autónomas.

			e) Por otro lado, están exentos también de concurrir al llamamiento del Juez, pero no de declarar, pudiendo hacerlo en su despacho oficial o en la sede del órgano del que sean miembros, los representantes de los tres poderes del Estado que menciona el artículo 412.5 LECrim.

			Son: 1.º Los Diputados y Senadores. 2.º Los Magistrados del Tribunal Constitucional y los Vocales del Consejo general del Poder Judicial. 3.º Los Fiscales de Sala del Tribunal Supremo. 4.º El Defensor del Pueblo. 5.º Las Autoridades Judiciales de cualquier orden jurisdiccional de categoría superior a la del que recibiere la declaración. 6.º Los Presidentes de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. 7.º El Presidente y los Consejeros Permanentes del Consejo de Estado. 8.º El Presidente y los Consejeros del Tribunal de Cuentas. 9.º Los miembros de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas. 10.º Los Secretarios de Estado, los Subsecretarios y asimilados, los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en Ceuta y Melilla, los Gobernadores civiles y los Delegados de Hacienda.

			
V. INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN

			Como excepción a la regla general del artículo 21.1 LOPJ, el Estado renuncia anticipadamente a exigir responsabilidad penal en ciertos supuestos y en relación con determinadas personas que ocupan cargos públicos de especial importancia. El fundamento es el mismo que el de los aforamientos, esto es, la necesidad de proteger el normal ejercicio de ciertas funciones públicas de relevancia constitucional.

			Las inmunidades establecidas por el Derecho público interno son las siguientes:

			a) Inmunidad del Jefe del Estado, consagrada por el artículo 56.3 CE, que dispone que: «La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad».

			b) Inviolabilidad parlamentaria, reconocida en el artículo 71.1 CE, al establecer que: «Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones».

			c) La Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, consagra su inviolabilidad «en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las competencias propias de su cargo».

			d) Según la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, los Magistrados del Tribunal Constitucional «no podrán ser perseguidos por las opiniones expresadas en el ejercicio de sus funciones».

			En el ámbito internacional, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 21.2, sustrae al conocimiento de los Juzgados y Tribunales españoles «las pretensiones formuladas respecto de sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción y de ejecución de conformidad con la legislación interna española y las normas de Derecho Internacional Público».

			Entre las normas internas destaca la Ley Orgánica 16/2015, sobre privilegios e inmunidades, conforme a la cual gozan de inmunidad:

			1.º Los Estados extranjeros y sus bienes (art. 4).

			Se exceptúan los procesos relativos a indemnizaciones pecuniarias por muerte o lesiones sufridas por una persona, o por daños o pérdida de bienes (art. 11).

			2.º Las personas del Jefe de Estado, el Jefe de Gobierno y el Ministro de Asuntos Exteriores del Estado Extranjero.

			Ya se encuentren en España o en el extranjero (arts. 21 y 22).

			3.º Los buques de guerra y los buques y aeronaves de Estado extranjeros.

			Incluso cuando se encuentren en aguas interiores o en el mar territorial o en el espacio aéreo o terrestre español (art. 30).

			4.º Las organizaciones internacionales con sede u oficina en España.

			Respecto de las actuaciones vinculadas al cumplimiento de sus funciones (art. 35), cuyos locales no podrán ser objeto de registro (art. 34).

			5.º Las Conferencias o Reuniones internacionales celebradas en España (art. 42).

		

	
		
			TEMA IV

			
LA COMPETENCIA TERRITORIAL

			SUMARIO: I. La competencia territorial. II. La competencia por conexión. III. Tratamiento procesal de la jurisdicción y de la competencia. IV. Inhibición espontánea y requerimiento de inhibición. V. Cuestiones de competencia.

			
I. LA COMPETENCIA TERRITORIAL

			El artículo 1 LECrim dispone que «no se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por juez competente».

			Juez competente es aquél, integrado en el orden jurisdiccional penal, que, por razón de la materia, por razón de la fase procesal en que se encuentra el procedimiento y por razón del lugar en que se hubiera cometido el hecho, tiene atribuido el conocimiento de un asunto con exclusión de todos los demás, lo que conduce, respectivamente, a los conceptos de competencia objetiva, funcional y territorial.

			En el tema III se estudia la problemática de la competencia objetiva y funcional, en el presente analizaremos las cuestiones que plantea la competencia territorial.

			La competencia territorial encuentra su justificación en la existencia de una pluralidad de órganos jurisdiccionales del mismo tipo. En efecto, con la sola excepción del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional, incluidos los Juzgados Centrales existentes en la órbita de la misma, que extienden su jurisdicción a todo el territorio nacional, los demás órganos integrantes del orden penal lo hacen en ámbitos territoriales específicos. A saber, los Tribunales Superiores de Justicia, en el de cada una de las Comunidades Autónomas; en el caso de las Audiencias Provinciales, Juzgados de lo Penal, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria, en la demarcación territorial de una provincia; en la demarcación de un partido judicial los Juzgados de Instrucción, y, por último, en la de un Municipio, los Juzgados de Paz.

			Los criterios a través de los cuales se determina la competencia territorial, es decir, qué Juzgado o Tribunal de los varios existentes del mismo tipo tiene atribuido en concreto el conocimiento del proceso, reciben la denominación de fueros. En el proceso penal la competencia territorial es improrrogable (test-2008, preg. n.º 97), estableciendo la Ley de Enjuiciamiento Criminal un fuero preferente, en su artículo 14, que es el del lugar de comisión del hecho delictivo (forum delicti comissi), y varios fueros subsidiarios en el artículo 15, a los que cabe añadir un fuero específico aplicable a los supuestos de violencia de género.

			En orden a determinar el lugar de comisión del delito, la doctrina ha elaborado tres teorías diferentes: a) teoría de la actividad; b) teoría del resultado; y c) teoría de la ubicuidad, y el Tribunal Supremo más que inclinarse abiertamente por alguna de ellas ha venido ofreciendo soluciones concretas para casos determinados.

			Así, a título de ejemplo, entre otras, en las injurias vertidas por escrito remitido por correo, el delito se considera cometido en el lugar de la recepción, y si son injurias a través de Internet o de un medio de comunicación, se entienden ejecutadas en el lugar de la publicación, que será el de distribución de la revista de la que arranca el contacto con los lectores, o bien donde radique la dirección de la publicación. El delito de tráfico de drogas se considera cometido en cualquier lugar en que se realice alguna de las conductas de cultivo, tráfico, venta o donación; si no consta alguno de estos lugares, se entiende cometido donde la droga es aprehendida, etc.

			Cuando no conste el lugar en que se haya cometido un delito, serán Jueces y Tribunales competentes en su caso para conocer de la causa o juicio (art. 15 LECrim):

			1.º El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas materiales del delito.

			2.º El del término municipal, partido o circunscripción en que el presunto reo haya sido aprehendido.

			3.º El de la residencia del reo presunto.

			4.º Cualquiera que hubiese tenido noticia del delito.

			La aplicación de estos fueros es siempre subsidiaria, de manera que si a lo largo de la instrucción llegara a constar el lugar de perpetración del delito, se producirá la inhibición de la causa a favor del Juzgado competente, poniendo a su disposición las personas detenidas y los efectos ocupados; y del mismo modo se procederá si se suscita cuestión de competencia entre los Juzgados que conozcan por aplicación de lo dispuesto en el artículo 15 LECrim, en cuyo caso se decidirá la cuestión por el orden de preferencia que dicho precepto establece.

			La Ley Orgánica 1/2004 de Protección Integral contra la Violencia de Género, ha añadido un fuero especial en el artículo 15 bis, que dispone que «en el caso de que se trate de algunos de los delitos cuya instrucción o conocimiento corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos» (test-2018, preg. n.º 94).

			Según el Pleno no jurisdiccional de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 31.01.2006, por domicilio de la víctima hay que entender el que tenía cuando se produjeron los hechos punibles, en cuanto responde mejor al principio de juez predeterminado por la Ley, no dependiendo de posibles cambios de domicilio, siendo dicho criterio el mismo que se sostiene en la Circular 4/2005, de la FGE. Y de coexistir varias residencias el domicilio de mayor arraigo (Auto de 14/01/15).

			
II. LA COMPETENCIA POR CONEXIÓN

			La conexidad presupone la existencia de dos o más hechos punibles y se resuelve en un fenómeno de acumulación de varios procesos en un procedimiento único.

			Dentro del marco de las medidas adoptadas para evitar dilación excesiva en la tramitación de los procedimientos penales, la Ley 41/2015, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales, suprime el artículo 300 LECrim, traslada al primer apartado del artículo 17 la regla general de que «cada delito dará lugar a la formación de una única causa» y añade que los delitos conexos serán investigados y enjuiciados en la misma causa cuando resulte conveniente para su esclarecimiento y determinación de las responsabilidades procedentes, y no suponga excesiva complejidad o dilación para el proceso. A los efectos de la atribución de jurisdicción y de la distribución de la competencia se consideran delitos conexos:

			1.º Los cometidos por dos o más personas reunidas.

			2.º Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido concierto para ello.

			3.º Los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución.

			4.º Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos (test-2021, preg. n.º 94).

			5.º Los delitos de favorecimiento real y personal y el blanqueo de capitales respecto al delito antecedente.

			6.º Los cometidos por diversas personas cuando se ocasionen lesiones o daños recíprocos.

			Los delitos que no sean conexos pero que hayan sido cometidos por la misma persona y tengan analogía o relación entre sí, cuando sean de la competencia del mismo órgano judicial, podrán ser enjuiciados en la misma causa a instancia del Ministerio Fiscal si la investigación y la prueba en conjunto de los hechos resulta conveniente para su esclarecimiento y determinación de las responsabilidades procedentes y no suponga excesiva complejidad o dilación para el proceso.

			La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género incorpora un nuevo artículo 17 bis según el cual «la competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y conocimiento de los delitos y delitos leves conexos siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los supuestos previstos en los números 3.º y 4.º del artículo 17 de la presente Ley».

			Ha de tenerse en cuenta, respecto del procedimiento abreviado, que el enjuiciamiento se extenderá, por conexión, a los delitos leves que se imputen al acusado del delito o a otras personas cuando la comisión del delito leve o su prueba estuviera relacionada con el delito (art. 781.1 LECrim).

			Aunque el fenómeno de la conexidad delictiva puede surtir efectos sustantivos y procesales, la Ley de Enjuiciamiento Criminal sólo regula expresamente las reglas sobre competencia territorial. Tales reglas están contenidas en el artículo 18:

			«Son Jueces y Tribunales competentes, por su orden, para conocer de las causas por delitos conexos (test-2006, preg. n.º 94):

			1.º El del territorio en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor.

			2.º El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena.

			3.º El que la Audiencia de lo criminal o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando las causas hubieren empezado al mismo tiempo, o no conste cuál comenzó primero.

			No obstante lo anterior, será competente para conocer de los delitos conexos cometidos por dos o más personas en distintos lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los indicados en el apartado anterior, el juez o tribunal del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial, siempre que los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una misma provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial».

			
III. TRATAMIENTO PROCESAL DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA COMPETENCIA

			Analizaremos por separado el tratamiento de ambos presupuestos procesales.

			A) Por lo que respecta a la jurisdicción, el principio general, expresión de la soberanía estatal, consagrado en los artículos 9.3 y 21 LOPJ, proclama que los Juzgados y Tribunales del orden jurisdiccional penal tienen atribuido el conocimiento de las causas y juicios criminales que se susciten respecto de cualquier persona en el territorio del Estado, con excepción de los juicios que correspondan a la jurisdicción militar.

			El principio general que acabamos de reseñar no es absoluto, sino que está sujeto a límites por razón del territorio y por razón de las personas. Por ello, cuando el Tribunal que está conociendo de un proceso compruebe, de oficio o a instancia de parte, que carece de jurisdicción, bien porque el hecho punible ha ocurrido en país extranjero y no se da ninguno de los criterios de extraterritorialidad que establece el artículo 23 LOPJ, bien porque goza de inviolabilidad o inmunidad de jurisdicción la persona contra la que se sigue el proceso, tras oír al Ministerio Fiscal y demás partes personadas, declarará la nulidad de pleno derecho (art. 238.1.º LOPJ) y ordenará el archivo de las actuaciones.

			Ley 16/2015, de 7 de julio, por la que se regula el estatuto del miembro nacional de España en Eurojust, los conflictos de jurisdicción, las redes judiciales de cooperación internacional y el personal dependiente del Ministerio de Justicia en el Exterior, contiene en sus artículos 30, 31 y 32 una regulación de los conflictos de jurisdicción entre órganos judiciales españoles y los de un Estado miembro de la Unión Europea.

			Diferentes del caso anterior son los denominados conflictos de jurisdicción, que pueden surgir entre los órganos de la jurisdicción ordinaria y los de la jurisdicción militar sobre el conocimiento de determinados hechos punibles, conflictos cuya resolución se encomienda a una Sala Especial del Tribunal Supremo denominada Sala de Conflictos de Jurisdicción, integrada por el Presidente del Tribunal Supremo, dos Magistrados de la Sala de lo Penal y dos de la Sala de lo Militar. Estos conflictos se tramitan y deciden según el procedimiento previsto en la Ley de Conflictos Jurisdiccionales de 1987, pudiendo distinguirse entre conflictos positivos y conflictos negativos. Tanto en el caso de unos como de otros, recibidas las actuaciones en la Sala, ésta dará vista al Fiscal Jefe de la Sala 5.ª de lo Militar del Tribunal Supremo, dictando luego sentencia.

			Por lo demás, dentro de la jurisdicción ordinaria no cabe que los órganos del orden civil, contencioso-administrativo o laboral entren en contienda con los del orden penal, pues dispone el artículo 44 LOPJ que «ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflictos de competencia a los órganos del orden jurisdiccional penal».

			B) En relación con la competencia, la Ley de Enjuiciamiento Criminal en sus artículos 19 a 45 se ocupa «de las cuestiones de competencia entre los Juzgados y Tribunales ordinarios»; pero lo hace en unos términos tan confusos y farragosos que su regulación resulta ciertamente caótica, a juicio de los autores. A ello se añade la falta de actualización de dichos preceptos a la vigente organización judicial, pues siguen mencionando a los juzgados municipales a pesar de que desaparecieron en el año 1977 pasando a denominarse Juzgados de Distrito, los cuales, a su vez, dejaron de existir con la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial. A la inversa, no prevén la existencia de órganos judiciales desconocidos en la época de la promulgación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, como los Tribunales Superiores de Justicia, los Juzgados de lo Penal, de Vigilancia Penitenciaria, de Menores y de Violencia sobre la Mujer (Calderón Cerezo).

			Además de estas salvedades conviene tener en cuenta que las únicas y verdaderas cuestiones de competencia son, como veremos más adelante, las que afectan a la competencia territorial y, por tanto, enfrentan a órganos del mismo tipo o grado. Por consiguiente, en el caso de la competencia objetiva y funcional no puede hablarse propiamente de cuestiones de competencia, por cuanto que en tales casos entre unos y otros órganos existirán relaciones jerárquicas de superioridad, y correlativa inferioridad, orgánica y procesal; de manera que, si existe duda sobre la competencia objetiva o funcional, prevalece siempre el criterio del órgano jurisdiccional superior jerárquico. La Ley Orgánica del Poder Judicial establece como principio general en su artículo 52 que «no podrán suscitarse cuestiones de competencia entre Jueces y Tribunales subordinados entre sí. El Juez o Tribunal superior fijará, en todo caso, y sin ulterior recurso, su propia competencia, oídas las partes y el Ministerio Fiscal por plazo común de diez días. Acordado lo procedente, recabarán las actuaciones del Juez o Tribunal inferior o le remitirán las que se hallare conociendo».

			Este principio es aplicable a todo tipo de procesos y se corresponde con la regulación general de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

			En efecto, el artículo 21 LECrim, después de decir que «el Tribunal Supremo no podrá formar ni promover competencias, y ningún Juez, Tribunal o parte podrá promoverlas contra él», añade que «cuando algún Juez o Tribunal viniere entendiendo en asunto cuyo conocimiento estuviere reservado al Tribunal Supremo, ordenará éste a aquél, de oficio, a excitación del Ministerio Fiscal o a solicitud de parte, que se abstenga de todo procedimiento y remita los antecedentes en el término de segundo día para, en su vista, resolver.

			El Tribunal Supremo podrá, sin embargo, autorizar, en la misma orden y entre tanto que resuelve la competencia, la continuación de aquellas diligencias, cuya urgencia o necesidad fueren manifiestas.

			Contra la decisión del Tribunal Supremo no se da recurso alguno».

			En relación con el procedimiento abreviado, hay que tener en cuenta los apartados 2 y 3 del artículo 759, que establecen que «ningún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, podrá promover cuestiones de competencia a las Audiencias respectivas, sino exponerles, oído el Ministerio Fiscal por plazo de un día, las razones que tenga para creer que le corresponde el conocimiento del asunto. Cuando algún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, viniere entendiendo de causa atribuida a la competencia de las Audiencias respectivas, se limitarán éstas a ordenar a aquél, oídos el Ministerio Fiscal y las partes personadas por plazo de dos días, que se abstenga de conocer y les remita las actuaciones».

			Entre la Audiencia Nacional y las Audiencias Provinciales, al no ser aquélla órgano superior jerárquico a éstas, podrán suscitarse cuestiones de competencia objetiva por razón de la materia, correspondiendo la resolución a la Sala Segunda del Tribunal Supremo.
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